Resultados de los cambios introducidos por la reforma agraria by Galoppo von Borries, Erwin - Autor/a
Resultados de los cambios introducidos por la reforma agraria Titulo
 Galoppo von Borries, Erwin - Autor/a; Autor(es)
Proceso agrario en Bolivia y América Latina En:
La Paz Lugar





Historia; Población rural; Reforma agraria; Ley INRA; Chaco; Bolivia; Temas




Reconocimiento-No comercial-Sin obras derivadas 2.0 Genérica
http://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/2.0/deed.es
Licencia
Segui buscando en la Red de Bibliotecas Virtuales de CLACSO
http://biblioteca.clacso.edu.ar
Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO)
Conselho Latino-americano de Ciências Sociais (CLACSO)
Latin American Council of Social Sciences (CLACSO)
www.clacso.edu.ar
177
Resultados de los cambios introducidos
por la Reforma Agraria
Erwin Galoppo von Borries*
1953-1992
Revisando los objetivos de la Reforma Agraria señalados
en el DL.3464, se puede concluir que dicho proceso, entre 1953
y 1992, tuvo tanto logros como fracasos. Los objetivos de esta
Ley fueron:
• “Proporcionar tierra labrantía a los campesinos que no la
poseen o que la poseen muy escasa, siempre que la traba-
jen; expropiando para ello, las de latifundistas que las
detentan con exceso o disfrutan de una renta absoluta no
proveniente de su trabajo personal en el campo”.
• “Restituir a las comunidades indígenas las tierras que les
fueron usurpadas y cooperar en la modernización de sus
cultivos; respetando y aprovechando, en lo posible, sus
tradiciones colectivistas”.
• “Liberar a los trabajadores campesinos de su condición de
siervos, proscribiendo los servicios y obligaciones perso-
nales gratuitos”.
* Superintendente Agrario a.i., Superintencia Agraria, Bolivia.
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Entre 1953 y 1992 se dio un masivo proceso de distribu-
ción de más de 44 millones de hectáreas de tierra. Un 87 por
ciento de los beneficiarios de las dotaciones del Consejo Na-
cional de Reforma Agraria (CNRA) se encontraban en las tie-
rras altas del país. No cabe duda de que en el occidente del
país el régimen de la hacienda fue destruido, se restituyeron a
las comunidades indígenas las tierras que les fueron usurpa-
das, y el proceso de reforma agraria eliminó el pongueaje o el
trabajo servil sin remuneración.
En las tierras bajas el proceso también fue de magnitud,
fundamentalmente en cuanto a superficie, dada la menor con-
centración poblacional y la disponibilidad de mayores super-
ficies de tierras fiscales. En ese sentido, un 52 por ciento de la
superficie total distribuida entre 1953 y 1992 por el Consejo
Nacional de Reforma Agraria se encontraba en los Departa-
mentos de Santa Cruz y Beni (ver Cuadro 1).
Cuadro 1
Superficie distribuida por el CNRA 1953-1992
Departamento Superficie % Beneficiarios % Superficie
Distribuida Promedio
Chuquisaca 3,456,205 8.01 62,534 10.10 55.27
La Paz 6,863,457 15.91 233,162 37.67 29.44
Cochabamba 2,511,144 5.82 109,807 17.74 22.87
Oruro 2,936,036 6.81 26,081 4.21 112.57
Potosí 2,902,410 6.73 90,647 14.65 32.02
Tarija 1,642,566 3.81 19,207 3.10 85.52
Santa Cruz 13,046,798 30.25 66,325 10.72 196.71
Beni 9,443,720 21.89 10,133 1.64 931.98
Pando 330,385 0.77 1,013 0.16 326.15
Bolivia 43,132,721 100.00 618,909 100.00 69.69
Fuente: INRA 1996
En dichos departamentos, con menos beneficiarios y ma-
yor extensión distribuida, la superficie promedio por benefi-
ciario fue mayor, determinando también sobre este resultado,
la presencia de una tradicional actividad ganadera extensiva,
principalmente en las pampas o sabanas del Beni y Santa Cruz.
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Sin embargo, esto no quita que muchas de esas dotaciones
de tierra, en el oriente del país, no cumplieran con los objeti-
vos de incorporar tierra al trabajo y a la producción, y que ha-
yan llegado a manos de gente con fines de engorde o especula-
ción.
Otro objetivo de la Reforma Agraria de 1953 fue el siguiente:
• “Promover corrientes de migración interna de la población
rural, ahora excesivamente concentrada en la zona
interandina, con objeto de obtener una racional distribución
humana, afirmando la unidad nacional y (buscando)
vertebrar económicamente el oriente con el occidente del
territorio boliviano”.
El proceso de Reforma Agraria iniciado en 1953, cumplió
también con este objetivo, en el marco de una política más am-
plia de ocupación del territorio nacional, con la construcción de
caminos hacia el pie de monte andino, los planes de coloniza-
ción dirigida de Caranavi –Alto Beni, Chapare, Norte cruceño y
San Julián– y la colonización espontánea resultante, el fomento
a la producción agropecuaria, la construcción de los ingenios
azucareros por la Corporación Boliviana de Fomento en la re-
gión cercana a la ciudad de Santa Cruz, y un fuerte apoyo credi-
ticio, principalmente a los productores agropecuarios de dicho
departamento. Dichas tareas fueron ejecutadas por el Instituto
Nacional de Colonización (INC) (ver Cuadro 2).
Cuadro 2
Superficie distribuida por el INC 1953-1992
Departamento Superficie % Beneficiarios % Superficie
 Distribuida Promedio
La Paz 218,532 20.86 11,043 32.75 19.79
Cochabamba 232,800 22.22 12,718 37.72 18.30
Tarija 5,692 0.54 335 0.99 16.99
Santa Cruz 560,098 53.47 8,931 26.49 62.71
Beni 30,447 2.91 690 2.05 44.13
Bolivia 1,047,569 100.00 33,717 100.00 31.07
Fuente: INRA 1996
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Por otra parte, la evolución de la población rural ha mos-
trado su disminución relativa en las tierras altas y un aumento
relativo en las tierras bajas del país.
Aunque la proporción de población rural en el país ha caí-
do ostensiblemente de un 74 por ciento en 1950 hasta un 37,6
por ciento en 2001, los porcentajes de población rural con rela-
ción a la población rural total, han disminuido en las tierras al-
tas y aumentado en las tierras bajas (ver Cuadro 3 y Cuadro 4).
Cuadro 3
Evolución de la población rural 1950-2001 (habitantes)
ZONA 1950 1976 1992 2001
Altiplano 658,163 750,218 636,581 742,375
Valles-Yungas 1,241,185 1,496,512 1,583,640 1,725,029
Llanos 337,263 440,916 505,725 641,039
Rural 2,236,611 2,687,646 2,725,946 3,108,443
Tota Pob. Rural 3,019,031 4,613,486 6,420,792 8,274,325
Total Pob. Urbana 782,420 1,925,840 3,694,846 5,165,882
Pob. Rural (%) 74.1 58.3 42.5 37.6
Fuente: elaboración propia, en base a datos INE
Cuadro 4
Evolución de la población rural 1950-2001 (en porcentaje)
ZONA 1950 1976 1992 2001
Altiplano 29.4 27.9 23.4 23.9
Valles-Yungas 55.5 55.7 58.1 55.5
Llanos 15.1 16.4 18.6 20.6
Total 100.0 100.0 100.0 100.0
Fuente: elaboración propia, en base a datos INE
Otro indicador de la importancia de los asentamientos
humanos en las tierras bajas del país es la superficie deforestada
con fines agropecuarios, que alcanzó en el año 2001 3.6 millo-
nes de hectáreas, habiéndose deforestado, sólo entre 1978 y
2001, unos 2.5 millones de hectáreas (ver Cuadro 5).
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Cuadro 5
Estimación del área deforestada
para fines agrícolas periodo 1978-2001
Superficie area Area desmontada Area desmontada Desmonte promedio
deforestada en Km2 entre 1978-2001 anual (Has.)
1978 2001 Km2 Has
Beni 189.00 2,014.53 1,825.53 182,553.00 7,937
Chuquisaca 1,313.00 2,538.87 1,225.87 122,587.00 5,330
Cochabamba 150.00 1,483.41 1,333.41 133,341.00 5,797
La Paz 2,729.00 6,780.35 4,051.35 405,135.00 17,615
Pando 223.00 1,105.22 882.22 88,222.00 3,836
Santa Cruz 6,182.00 21,554.71 15,372.71 1,537,271.00 66,838
Tarija 721.00 1,107.54 386.54 38,654.00 1,681
Total 11,507.00 36,584.63 25,077.63 2,507,763.00 109,033
Fuente: Superintendencia Agraria, 2002
Todo este proceso de ocupación y desarrollo de nuevas
tierras en las tierras bajas del país ha permitido asegurar la
oferta interna de productos alimenticios, así como el desarro-
llo de una agroindustria exportadora.
Sin embargo, el proceso de colonización desplazó en algu-
nos casos a los indígenas de las tierras bajas de sus territorios
originales, como es el caso de los Chimanes en el sector de
Yucumo-Rurrenabaque, de los Tacanas (Rurrenabaque-Ixia-
mas), de los Mosetén en Alto Beni y de los Yuquis y Yuraracaré
en el Chapare, generando también, en la población de agricul-
tores y ganaderos nativos de las tierras bajas, un sentimiento
de temor a las invasiones de sus tierras por la capacidad de
trabajo, organización y dinámica demográfica de los coloniza-
dores de las tierras altas del país.
Citamos otro objetivo de la Reforma Agraria de 1953:
• “Estimular la mayor productividad y comercialización de
la industria agropecuaria, facilitando la inversión de nue-
vos capitales, respetando a los agricultores pequeños y me-
dianos, fomentando el cooperativismo agrario, prestando
ayuda técnica y abriendo posibilidades de crédito”.
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En este objetivo, el esfuerzo de los diferentes gobiernos
fue desigual; varios años de investigación de las estaciones
experimentales del Estado dieron escaso fruto que tampoco
fue adecuadamente extendido. Los mayores esfuerzos y re-
sultados parecen haberse realizado con relación a los rubros
comerciales (caña de azúcar, trigo, soya, café, cacao, ganado
vacuno). Las posibilidades de crédito fueron mayores para
los medianos productores y las empresas agropecuarias, cré-
ditos que no siempre fueron bien utilizados y que finalmen-
te dieron lugar a la liquidación del Banco Agrícola de Boli-
via.
En cuanto a la productividad, ésta se dio más por el uso de
tierras con menores limitaciones naturales que por un incre-
mento de los insumos de tecnología y de capital, estos últimos
necesarios para elevar la productividad de la tierra.
Es importante recordar que las condiciones naturales para
las actividades agrícolas y pecuarias en el país son bastante
limitadas. En efecto, menos de un 2 por ciento de la superfi-
cie del territorio tiene aptitud de uso para cultivos intensi-
vos. Se trata de una superficie concentrada principalmente
en la región cercana a la ciudad de Santa Cruz y, en mucho
menor medida, en los pequeños valles de la parte occidental.
La mayor parte de las tierras del país tienen una aptitud para
ganadería extensiva, luego para cultivos extensivos y uso fo-
restal. La parte occidental del país sufre además de fuertes
procesos de erosión y degradación de la tierra, por las fuertes
pendientes, el clima semiárido y el prolongado uso de sus tie-
rras (ver Cuadro 6).
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En todo caso, las condiciones naturales son en general más
favorables para la actividad agropecuaria en las tierras bajas,
lo que se refleja en el PIB agropecuario per cápita y en el por-
centaje de pobres rurales (ver Cuadro 7 y Cuadro8).
Cuadro 6
Capacidad de uso mayor de la tierra
(superficies en porcentaje)
ORU PTS CHU TAR CBA LPZ SCZ BEN PAN BOLIVIA
Cultivos Intensivos 0.00 0.60 0.21 3.40 2.24 0.00 4.47 0.00 0.00 1.93
Cultivos Extensivos 7.85 16.46 26.03 29.17 35.91 36.24 44.48 7.92 66.87 33.80
Ganadería Extensiva 68.88 54.21 21.39 26.05 15.29 29.30 32.01 58.74 0.48 35.70
Uso Forestal
Natural Maderable 0.00 0.00 0.00 0.00 24.26 19.38 13.21 17.17 4.04 13.30
Protección
y uso restringido 13.43 18.54 52.34 40.86 21.20 10.36 5.47 13.83 27.04 13.27
Otros 9.84 10.20 0.02 0.52 1.09 4.71 0.36 2.34 1.58 2.00
Total 100.00 100.00 100.00 100.00 100.00 100.00 100.00 100.00 100.00 100.00
Fuente: elaboración propia en base a datos SIA
Cuadro 7
PIB agropecuario per cápita (en dólares)
Según zona ecológica y tiempo de acceso al eje LPZ-CBA-SCZ
Altiplano Valles-Yungas Llanos Bolivia
< 2 horas 444.1 1,112.9 3,047.7 1,443.1
2 a 5 horas 437.4 680.0 1,264.9 605.4
5 a 10 horas 396.5 478.3 2,173.6 893.6
10 a 15 horas 381.9 800.6 2,610.7 1,310.9
15 a 20 horas 381.9 3,576.9 2,937.9
> 20 horas 1,669.4 1,669.4
Total 422.2 753.5 2,464.9 1,102.4
Fuente: Morales R, et al., 2000
Cuadro 8
Porcentaje de población rural pobre
Según zona ecológica y tiempo de acceso al eje LPZ-CBA-SCZ
Altiplano Valles-Yungas Llanos Bolivia
< 2 horas 96.9 82.6 79.3 84.5
2 a 5 horas 95.5 92.8 90.3 94.1
5 a 10 horas 95.6 96.1 90.8 94.7
10 a 15 horas 93.2 88.6 92.2 91
15 a 20 horas 99.6 88.2 90.5
> 20 horas 90.7 90.7
Total 95.5 90.5 88.6 90.8
Fuente: elaboración propia en base a Morales R, et al. e INE-2001
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Transcribimos otro de los objetivos de la Reforma de 1953:
• “Conservar los recursos naturales del territorio, adoptan-
do las medidas técnicas y científicas indispensables”
Sin embargo, ni en el occidente ni en el oriente del país, los
diferentes gobiernos entre 1953 y 1996 tuvieron la capacidad
de implementar medidas eficientes para conservar los recur-
sos naturales, incumpliéndose este objetivo de la ley de Refor-
ma Agraria de 1953. En el occidente del país, la pobreza de la
gente rural, la densa población en un territorio con muchas
limitaciones naturales y la minifundización de la tierra por efec-
to de las sucesiones hereditarias, plantearon un problema muy
difícil de resolver. Pero tampoco los gobiernos hicieron mucho
para conservar los recursos naturales en el oriente del país. Sin
técnicos preparados para trabajar sobre ambientes tropicales,
con inmigrantes para los cuales las condiciones ambientales
del lugar de destino eran completamente diferentes del lugar
de origen, tuvieron que pasar décadas para caer en cuenta de
la posibilidad de que en las tierras bajas se replique el proceso
de degradación que ocurrió en las tierras altas. A esta degra-
dación se sumó la mentalidad”“minera” de las empresas fo-
restales y agrícolas.
1996-2003
A partir de la Ley N° 1715 del Servicio Nacional de Refor-
ma Agraria de 18 de octubre de 1996 –conocida como Ley
INRA–, se pretende modernizar la legislación agraria para
adaptarla a la nueva realidad que vive el país y el mundo en el
que nos insertamos, y corregir las distorsiones generadas en-
tre 1953 y 1992, año en que se intervino el Consejo Nacional de
Reforma Agraria y el Instituto Nacional de Colonización, por
la corrupción generalizada en dichas instituciones encargadas
de administrar el proceso de distribución de tierras. En ese mo-
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mento, la tierra se había convertido en un medio para los go-
biernos de pagar adhesiones y favores.
Puede considerarse que los principales objetivos de esta
Ley son:
• Garantizar el acceso a la tierra a quien no la posee o la
posee de manera insuficiente.
• Otorgar seguridad jurídica a la tenencia de la tierra.
El procedimiento operativo a través del cual se pretende
alcanzar los principales objetivos de la Ley INRA es el llamado
Saneamiento, a través de sus tres modalidades (Saneamiento
integrado al Catastro, Saneamiento Simple y Saneamiento de
Tierras Comunitarias de Origen) y que debe concluir el año 2006.
Pasados siete de los 10 años de plazo para la conclusión
del saneamiento, según información del propio Instituto Nacio-
nal de Reforma Agraria (INRA), se tiene una superficie sanea-
da de 15.4 millones de hectáreas, una superficie en proceso de
saneamiento de 31.7 millones de hectáreas, quedando una su-
perficie por sanear de 60.4 millones de hectáreas, para alcan-
zar la superficie total objeto de saneamiento de 107.4 millones
de hectáreas. Es decir que la superficie saneada representa sólo
un 15 por ciento del total y, en el mejor de los casos, debiera
sanearse los próximos tres años, el 60 por ciento del total de las
tierras objeto de saneamiento.
La lentitud del saneamiento no sólo hace dudar de que se
podrán sanear todas las tierras en el plazo previsto, sino que
ha comenzado a generar desconfianza en el proceso iniciado
por la Ley INRA, puesto que las nuevas titulaciones –7.2 mi-
llones de hectáreas, de las cuales 6.4 millones corresponden a
Tierras Comunitarias de Origen (TCO)– y las áreas dotadas a
las comunidades sin tierra (aunque el gobierno ha ofrecido
dotar unas quinientas mil hectáreas en este año) parecen pro-
porcionalmente escasas todavía. En algunos casos los procedi-
mientos han sido aplicados incorrectamente, generando con-
flictos entre vecinos.
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En el marco actual en el que la tierra debe ser esencial-
mente un factor de producción, reconociendo que existe un
mercado real aunque informal de la tierra, y para evitar las
dotaciones prebendales gratuitas, la Ley INRA establece que
la tierra ya no es gratuita, salvo para las comunidades campe-
sinas, pueblos y comunidades indígenas y originarias y bajo la
forma de dotación comunitaria. De otra forma, la tierra es ad-
judicada, pagando un valor concesional en el caso de la pe-
queña propiedad y un valor de mercado sin mejoras en el caso
de la mediana propiedad y la empresa agropecuaria.
Sin embargo, los esfuerzos para transparentar y legalizar
los mercados de tierra que existen en el país no han dado toda-
vía sus frutos. Por una parte, la modificación al Reglamento de
la Ley, provocada por la llamada “Marcha de Montero” en la
que participaron campesinos, colonizadores y pueblos origina-
rios, cambió el precio concesional fijado por la Superintendencia
Agraria a un valor prácticamente simbólico de 10 centavos de
boliviano por hectárea que, en muchos casos, ni siquiera es pa-
gado al Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA). Por otra
parte, la mayoría de los precios de mercado de la tierra sin me-
joras, también fijados por la Superintendencia Agraria, tampoco
son pagados al INRA, en algunos casos por el plazo excesiva-
mente corto de pago (un año), por el ambiente de recesión eco-
nómica, o simplemente porque son rechazados en las diferentes
instancias que fija la ley y sus reglamentos (ver Cuadro 9).
Citamos otro objetivo de la Ley INRA de 1996:
• Garantizar el acceso a la tierra de los pueblos y comunida-
des indígenas y originarias, mediante la consolidación de
las Tierras Comunitarias de Origen (TCO).
Uno de los aspectos nuevos y considerados como grandes
logros de esta ley ha sido el reconocimiento de las Tierras Co-
munitarias de Origen (TCO). A pesar de los problemas existen-
tes y el retraso en el saneamienro de las TCO, ésta es la modali-
dad de saneamiento más exitosa porque que ha permitido dar
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acceso a la propiedad de la tierra a miles de familias indígenas y
originarias del país, con lo que se salda una deuda histórica con
estas poblaciones, fundamentalmente de las tierras bajas del país.
Sin embargo, las grandes extensiones de Tierras Comunita-
rias de Origen demandadas (más de 31 millones de hectáreas al
31 de julio de 2001) y tituladas (6.4 millones de hectáreas al 5 de
diciembre de 2003) plantearán en un futuro próximo nuevos
problemas, si los pueblos indígenas no logran desarrollar eco-
nómicamente dichas áreas ni evitar los avasallamientos externos.
Otro de los objetivos de la Ley de 1996:
• Establecer la participación social en el proceso, mediante
su inclusión en los órganos de control social establecidos
en la Comisión Agraria Nacional (CAN) y las Comisiones
Agrarias Departamentales (CAD).
Uno de los objetivos de la Ley que desgraciadamente aún
no se ha conseguido cumplir es la participación social en el
proceso agrario a través de los órganos democráticos de control
social: la Comisión Agraria Nacional y las Comisiones Agrarias
Departamentales, ambas instancias creadas en esta Ley.
Cuadro 9
Valuaciones para fines de adjudicación simple
Mayo 1999 – Diciembre 2002
Monto total de valuación
Depto N° Predios Superficie (has) $us Bs
Santa Cruz 3535 698,555.7285 12,065,724.39 80,879,883.27
La Paz 2486 117,487.1129 712,682.13 4,574,514.37
Chuquisaca 1998 247,817.6815 1,189,358.95 8,395,203.87
Cochabamba 393 4,491.4745 63,364.18 453,457.19
Tarija 317 63,010.8303 172,767.43 1,219,383.66
Beni 276 191,926.5584 1,354,769.32 9,429,003.81
Pando 76 19,568.8220 8,919.34 60,325.81
Oruro 2 81.6298 1,197.98 8,236.96
Potosí 0 0.0000 0.00 0.00
Totales 9083 1,342,939.8379 15,568,783.72 105,020,008.94
Fuente: Superintendencia Agraria, 2003
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Los sectores sociales, por una parte, prefirieron actuar me-
diante las movilizaciones y la presión, y los gobiernos, por otra
accedieron a firmar acuerdos que luego no se cumplían o a
aprobar decretos que, en definitiva, desvirtuaban el espíritu
de la Ley INRA.
Esto ha dado lugar a ocupaciones y avasallamientos que
ponen peligrosamente en duda la seguridad jurídica sobre las
tierras que persigue la ley.
Otro de los dos objetivos de la Ley 1715 (Ley INRA):
• Incorporar criterios de buen uso y conservación del recur-
so tierra en los Sistemas de Administración de Tierras.
Otro aspecto nuevo de la Ley 1715 fue la incorporación de
criterios de buen uso y conservación del recurso tierra en los
Sistemas de Administración de Tierras a través del concepto
de la Función Económico Social (FES), es decir, el uso de la
tierra de acuerdo a su capacidad. Este concepto reconoce, ade-
más de las actividades de carácter productivo, las de conser-
vación y protección en beneficio de la sociedad, el interés co-
lectivo y del propietario de la tierra.
Para el efecto, el proceso de distribución de tierras debe,
actualmente, contar con la certificación de la capacidad de uso
mayor de la tierra. La verificación de la Función Económico
Social puede considerar, además, los Planes de Ordenamiento
Predial (ver Cuadro 10 Cuadro 11).
Cuadro 10
Superficie total certificada (CUMAT) 1997-2002
Año N° Solicitudes Sup. Certificada %
1997 5 3,568,937.3700 3.38
1998 35 13,076,568.2010 12.40
1999 40 10,224,805.9690 9.69
2000 63 17,406,036.0617 16.50
2001 72 23,973,491.8000 22.73
2002 82 37,234,339.9030 35.30
Total 297 105,484,179.3047 100.00
Fuente: Superintendencia Agraria, 2003
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Sin embargo, la misma explosión de inquietudes
ambientalistas, principalmente en el sector forestal como en el
de Areas Protegidas, está configurando un escenario que será
difícilmente sostenible en el corto plazo, debido a una defini-
ción legal por parte del Estado, de amplias áreas para uso
exclusivamente forestal (41.2 millones de hectáreas) o de pro-
tección (16.9 millones de hectáreas) confrontadas al avance real
de la frontera agrícola.
Cuadro 11
Planes de Ordenamiento Predial
Presentados ante la Superintendencia Agraria 1997-2002
Número Superficie (has.)
Santa Cruz 945 3,034,898.70
Pando 12 35,156.13
Beni 24 72,310.52





Fuente: Superintendencia Agraria, 2003
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